
 

 

 

Señor 

 

JUEZ DE TUTELA DE BUCARAMANGA (REPARTO) 

E. S. D. 

    

REFERENCIA: ACCIÓN DE TUTELA  

 

ACCIONANTE: VICTOR EDUARDO CELIS RIOS.  

ACCIONADADAS: 1). LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS, 2). LA 

ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, 3). 

MINISTERIO DE TRABAJO – TERRITORIAL SANTANDER, 4). EPS SANITAS y 5). 

JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE SANTANDER.  

      

VICTOR EDUARDO CELIS RIOS, mayor y vecino de esta municipalidad, 

identificado con Cédula de Ciudadanía No. 5.761.447 de Socorro 

(Santander), actuando en nombre propio, por medio del presente libelo, 

acudo a su despacho para solicitarle el amparo constitucional establecido 

en el Artículo 86 de la Constitución Política denominado ACCION DE TUTELA 

en contra de: 1). LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS, identificada 

con el NIT. 860.002.400-2, representada legalmente por: GERMAN ELIAS 

PARRA GUACANEME y/o quien haga sus veces; 2). LA ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, identificada con NIT. 

900.336.004-7, representada por: JUAN MIGUEL VILLA LORA y/o por quien 

haga sus veces; 3). MINISTERIO DE TRABAJO – TERRITORIAL SANTANDER, 

identificado con el NIT. 830.115.226-3, representada legalmente por: 

FRANCISCO ANTONIO PLATA y/o quien haga sus veces; 4). EPS SANITAS, 

identificada con el NIT. 800.251.440-6, representada legalmente por: 

CAROLINA BUENDIA GUITIÉRREZ, 5). JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ DE SANTANDER, representada legalmente por: ELVA SANTAMARIA 

SANCHEZ y/o quien haga sus veces; por estimar que estas entidades 

vulneraron mis derechos fundamentales a: DEBIDO PROCESO, A LA 

IGUALDAD ANTE LA LEY, LA SEGURIDAD SOCIAL, AL MINIMO VITAL y LA VIDA 

EN CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS, con fundamento en los siguientes:            

l. HECHOS 

 

PRIMERO: El día 25 de octubre del año 2020, me fue emitido concepto de 

rehabilitación desfavorable de mis patologías de: (i) Gonartrosis primaria, 

bilateral, (ii) Dolor en articulación, (iii) Lumbago no especificado, (iv) 

Poliartrosis, no especificada, (v) Otras poliartrosis.         

SEGUNDO: En razón al concepto de rehabilitación desfavorable indicado en 

el acápite anterior, procedí a radicar el día 26 de noviembre de 2020 ante 

COLPENSIONES, la solicitud para el trámite de calificación de mi PCL, no 

obstante, el Fondo de Pensiones mediante escrito de fecha 02 de diciembre 

de la misma anualidad, se negó a realizar dicho procedimiento, al 

encontrarme por fuera del Sistema General de Pensiones, por haber 

solicitado la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez.                  



 

 

 

TERCERO: De acuerdo a lo anterior, el día 25 de enero de 2021 me 

comuniqué a las líneas de atención de la Junta Regional de Calificación de 

Invalidez de Santander, con el fin de que se me informara cual sería el 

trámite para que valoraran y procedieran a realizar el dictamen de 

calificación de mi pérdida de la capacidad laboral, en donde se le indicó 

que el valor de los honorarios para la valoración correspondía a la suma un 

salario mínimo mensual legal vigente, Pero que era necesario que mediara 

autorización por parte de alguna de las entidades que conformar el sistema 

de seguridad social integral o por intermedio de alguna ENTIDAD 

ASEGURADORA. (Negrillas son de la suscrito).         

CUARTO: En razón a la información suministrada por parte de los funcionarios 

de la JRCIS, radiqué el día 01 de febrero de 2021 un derecho de petición 

ante la PREVISORA S.A, con el fin de que la compañía de seguros remitiera 

solicitud de calificación ante la JRCIS, para que esta última entidad 

procediera a realizar la calificación de mi PCL, lo anterior, con el fin de poder 

realizar la respectiva RECLAMACIÓN DE LA PÓLIZA DE SEGUROS DE LA CUAL 

SOY BENEFICIARIO, sin embargo, mediante oficio No. 2021-CE-0100625-000-

041 de fecha 09/03/2021, la aseguradora dio respuesta al requerimiento 

presentado, en donde se negó a realizar el referenciado trámite, al 

argumentar que dicha solicitud la podía realizar Yo de manera directa.  

QUINTO: En virtud de la respuesta otorgada por la compañía de seguros, el 

día 05 de abril del año 2021 radiqué un derecho de petición ante la Junta 

Regional de Calificación de Santander, en donde le solicitaba a la entidad 

que procediera a realizar el trámite para la calificación de mi PCL, no 

obstante, la JRCIS respondió el día 12 de abril de la misma anualidad, el 

requerimiento interpuesto, en donde me informó que según lo establecido 

en el artículo 2.2.5.1.52. del DECRETO 1072 DEL 2015, esta entidad podía 

actuar como perito, pero solo en los casos en que fuere remitida 

autorización por parte de una ENTIDAD PRESTADORA DE SALUD, autoridad 

judicial, INSPECTOR DE TRABAJO y entidades BANCARIAS o ASEGURADORAS, 

por consiguiente, se negó a realizar el procedimiento de calificación de la 

perdida de mi capacidad laboral.           

SEXTO: Teniendo en cuenta lo informado por la JRCIS según oficio 

referenciado en el acápite anterior, radiqué el día 16 de abril de 2021 

solicitudes ante la EPS SANITAS y el MINISTERIO DE TRABAJO, para que alguna 

de las referenciadas entidades remitiera la respectiva autorización ante la 

JRCIS, para que esta última procediera a realizar el dictamen de calificación 

de mi perdida de la capacidad laboral.     

SEPTIMO:  El día 03 de mayo de 2021 la EPS SANITAS dio respuesta al derecho 

de petición, en donde me informó que no era procedente remitir la 

autorización ante la Junta Regional de Calificación de Santander, en razón 

a que el dictamen de mi PCL no se encontraba destinado para algún 

reconocimiento por parte del Sistema General de Seguridad Social Integral. 

OCTAVO: Mediante oficios de fecha 22 de abril y 28 de junio del año 2021 el 

MINISTERIO DE TRABAJO dio respuesta al derecho de petición, informando 



 

 

 

que no eran competentes para remitir autorización ante la Junta Regional 

de Calificación de Santander, por lo cual negaron la solicitud requerida.   

NOVENO: En virtud de que COLPENSIONES, la PREVISORA S.A, la EPS SANITAS 

y el MINISTERIO DE TRABAJO, se negaron a remitir la respectiva autorización 

para que la Junta Regional de Calificación de Invalidez, pudiera realizar el 

dictamen de calificación de mi PCL, debí acogerme a lo establecido en la 

RESOLUCIÓN 113 DEL 31 ENERO DE 2020: “Por la cual se dictan disposiciones en 

relación con la certificación de discapacidad y el Registro de Localización y 

Caracterización de Personas con Discapacidad”,  y solicitar ante la Secretaria de 

Salud y Ambiente de Bucaramanga, el procedimiento de certificación de 

mi discapacidad.  

DECIMO: De conformidad con lo anterior, el día 26 de julio de 2021 me fue 

realizado en las instalaciones de la IPS – ESE HOSPITAL PSIQUIÁTRICO SAN 

CAMILO, el certificado de discapacidad en donde se estableció un nivel de 

dificultad en mi desempeño del 50.31%.  

DECIMO PRIMERO: Posteriormente el día 10 de agosto de 2021 radiqué 

reclamación de la cobertura de la póliza de seguros: VIDA GRUPO NORMAL 

No. 1001565 de la cual soy beneficiario, ante LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA 

DE SEGUROS, lo anterior, bajo el amparo por incapacidad total y 

permanente, al obtener un porcentaje del 50.31%.  

DECIMO SEGUNDO: Mediante oficio No. 2021-CE-0512921-0000-01 de fecha 

20 de octubre de 2021 LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS, dio 

respuesta a la reclamación de la cobertura de la póliza de seguros, en 

donde me informó que, con el ánimo de continuar con el estudio del 

trámite, esa necesaria que aportara los siguientes documentos:  

 Certificar que entidad realizo la calificación de la incapacidad (eps, arl, fondo 
de pensiones o la junta de calificación de invalidez. 
 

 Cuál es el origen de la incapacidad si es de origen laboral, o si es de origen 
común.  
 

 Cuál es la fecha de estructuración (fecha de origen) de la incapacidad y la 
fecha de calificación de la incapacidad. 

 
 Historia clínica anterior al ingreso a la póliza.  

 

DECIMO TERCERO: En razón al requerimiento efectuado por la entidad 

aseguradora, el día 03 de noviembre de 2021 radiqué por intermedio de mi 

apodera judicial un pronunciamiento frente a cada una de las exigencias 

solicitadas por la compañía y así seguir con el trámite del reconocimiento 

de la póliza de seguros Plan Vida Grupo Normal No. 101565.  

DECIMO CUARTO: El día 02 de febrero de 2022 a través del oficio No. 2022-

CE-0066758-0000-01 LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS, me informo 

que para continuar con el estudio de la reclamación era necesario que 

allegara al expediente lo siguiente: 



 

 

 

 Dictamen original de calificación de invalidez, expedido por Junta de 
Calificación de Invalidez, ARL o EPS, donde se indique claramente fecha de 
estructuración y porcentaje de discapacidad. 
 

Lo anterior, toda vez que el documento aportado denominado certificado de 

discapacidad no cumple con los requisitos exigidos para acceder y afecta la póliza 

VG No. 1001565-03. Así las cosas, quedamos atentos a lo solicitado a fin de 

proceder de conformidad.  

DECIMO SEXTO: El día 10 de febrero de 2022 radiqué por intermedio de mi 

apodera judicial un pronunciamiento frente al nuevo requerimiento 

efectuado por la aseguradora, en donde le indiqué todas las solicitudes que 

había presentado, tanto a la misma PREVISORA S.A, como a la EPS SANITAS, 

el MINISTERIO DE TRABAJO, COLPENSIONES y la JRCIS para que remitieran la 

autorización y así poder realizar el respectivo dictamen, sin embargo, con el 

fin de poder seguir con el trámite, le solicite nuevamente a la compañía de 

seguros, que remitiera autorización ante la JUNTA REGIONAL DE 

CALIFICACIÓN DE SANTANDER, para que esta entidad  realizara el dictamen 

con las características requeridas por la aseguradora, al no reconocer ni 

aceptar el certificado de discapacidad emitido el día 26 de julio de 2021 

por la IPS – ESE HOSPITAL PSIQUIÁTRICO SAN CAMILO.    

DECIMO SEPTIMO: El día 17 de febrero de 2022 a través del oficio No. 2022-

CE-0101400-0000-01 LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS, me informó 

nuevamente que para continuar con el estudio de la reclamación era 

necesario que remitiera dictamen original de calificación de invalidez, 

expedido por la JUNTA DE CALIFICACIÓN, ARL o ESP, sin embargo, no se 

pronunció al requerimiento encaminado a que la entidad aseguradora 

remitiera la respectiva autorización ante la JRCIS, imponiéndome la carga 

de allegar el dictamen con las características que la compañía requiere, 

pero sin emitir la respectiva autorización para que la JUNTA me pueda 

calificar.  

DECIMO OCTAVO: La entidad aseguradora me está exigiendo que para 

seguir con el estudio del reconocimiento de la póliza de seguros, un 

dictamen emitido por parte de una Junta de Invalidez, EPS o ARL, no 

obstante, no remite autorización para que la JRCIS pueda valorarme y 

proferir el dictamen correspondiente, de igual manera realice la solicitud 

ante COLPENSIONES, EPS SANITAS, MINISTERIO DE TRABAJO y JUNTA 

REGIONAL DE INVALIDEZ DE SANTADER, para que alguna de ellas remitiera la 

autorización, sin embargo, todas mis solicitudes fueron negadas, omitiendo 

las accionadas lo establecido en el artículo lo establecido en el artículo 

2.2.5.1.52. del DECRETO 1072 DEL 2015.  

DECIMO NOVENO: Las entidades accionadas no han dado cumplimiento a 

lo establecido en el 2.2.5.1.52. del DECRETO 1072 DEL 2015, pues todas se 

negaron a remitir autorización ante alguna Junta de Calificación pueda 

valorarme y emitir el dictamen de PCL, con las características que está 

solicitando la PREVISORA S.A, para seguir con el trámite del reconocimiento 

de la póliza de seguros plan vida grupo normal No. 101565.   



 

 

 

VIGÉSIMO: Es importante manifestar que antes de realizar la reclamación de 

la póliza de seguros de vida - plan vida grupo normal No. 101565, solicite a 

cada una de las entidades accionadas que emitieran autorización para 

que alguna Junta Nacional me valorara y emitiera el respectivo dictamen, 

igualmente es relevante mencionar que con el fin de evitar dilaciones para 

el reconocimiento de la póliza por parte de la PREVISORA S.A, requerí a esta 

entidad para que realizara la autorización para la calificación ante la JRCIS, 

sin embargo, dicha solicitudes fueron negadas, por lo cual no se entiende el 

actuar de la compañía de seguros, pues fue la misma aseguradora la que 

se negó en primera oportunidad en realizar la solicitud para la calificación, 

por lo cual no sé porque pretende ahora un dictamen de calificación de 

PCL emitido por la referenciada entidad, si anteriormente se había negado 

a remitir el respectivo requerimiento.  

VIGÉSIMO PRIMERO: A la fecha el trámite del reconocimiento de la 

cobertura de la póliza de seguros - Plan Vida Grupo Normal No. 101565, se 

encuentra detenido por causa del dictamen que está solicitando la 

PREVISORA S.A, lo cual está afectando gravemente mis derechos 

fundamentales al DEBIDO PROCESO, A LA IGUALDAD ANTE LA LEY, LA 

SEGURIDAD SOCIAL, AL MINIMO VITAL y LA VIDA EN CONDICIONES DIGNAS Y 

JUSTAS, en razón a que la única esperanza que tengo para solventar mis 

necesidades básicas es el reconocimiento de la referenciada póliza, al no 

poder laborar por causa de mi precario estado de salud, pues soy una 

persona enferma y de la tercera edad (78 años), situación que me pone en 

desventaja frente a los demás, por lo cual le ruego a su señoría que no 

permita que las accionadas sigan vulnerado mis derechos fundamentales.    

 

II. PRETENSIONES 

Respetuosamente le solicito al señor Juez: 

 

PRIMERA: TUTELAR mis derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, A LA 

IGUALDAD ANTE LA LEY, LA SEGURIDAD SOCIAL, AL MINIMO VITAL y LA VIDA 

EN CONDICIONES DIGNAS Y JUSTAS, consagrados en la Constitución Política 

de Colombia.  

SEGUNDA: ORDENAR a las entidades: 1.) LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE 

SEGUROS, 2). LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, 3). MINISTERIO DE TRABAJO – TERRITORIAL SANTANDER, y 4). 

EPS SANITAS para que alguna de las anteriores entidades remita autorización 

ante la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE SANTANDER, 

para que esta última pueda realizar el dictamen de calificación de mi 

perdida de la capacidad laboral, de conformidad con lo establecido en el 

artículo 2.2.5.1.52. del DECRETO 1072 DEL 2015.  

TERCERA: Que una vez realizado el dictamen por parte de la JUNTA 

REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE SANTANDER y/o cualquier otra 

junta de calificación, se ordene a LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE 

SEGUROS, que siga con el trámite del reconocimiento de la póliza de seguros 

plan vida grupo normal No. 101565. 



 

 

 

III.DERECHOS FUNDAMENTALES VIOLADOS 

  

Art. 1, 2, 5, 11, 13, 29, 48, de la Constitución Política de Colombia. 

ARTÍCULO 2.2.5.1.52 DEL DECRETO 1072 DEL 2015. De la actuación como 

perito por parte de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez. Las 

solicitudes de actuación como peritos de las Juntas Regionales de 

Calificación de Invalidez se realizarán en los siguientes casos: 

1. Cuando sea solicitado por una autoridad judicial;  

2. A solicitud del Inspector de Trabajo del Ministerio del Trabajo, solo cuando se 

requiera un dictamen sobre un trabajador no afiliado al Sistema de Seguridad Social 

Integral;  

3. Por solicitud de entidades bancarias o compañías de seguros.  

Cuando la Junta Regional de Calificación de Invalidez actúe en calidad de perito, en 

materia de términos atenderá lo que para cada caso en particular dispongan las 

autoridades correspondientes, sin embargo, si se requieren documentos, valoraciones 

o pruebas adicionales a las allegadas con el expediente, estos serán requeridos a 

quienes deban legalmente aportarlos, suspendiéndose los términos que la misma 

autoridad ha establecido, para lo cual deberá comunicar a esta el procedimiento 

efectuado.  

Todo dictamen pericial de las Juntas debe ser claro, preciso, exhaustivo y detallado; 

en él se explicarán los exámenes, métodos y los fundamentos técnicos y científicos de 

sus conclusiones.  

PARÁGRAFO. Los dictámenes emitidos en las actuaciones como perito no tienen 

validez ante procesos diferentes para los que fue requerido y se debe dejar claramente 

en el dictamen el objeto para el cual fue solicitado. (Neguilla fuera de texto).  

 

ARTÍCULO 2.2.5.1.1. DEL DECRETO 1072 DEL 2015 que señala el Campo de 

aplicación del título 5 que habla de las Juntas de Calificación de Invalidez, 

en su numeral 3 señala: 

3. De conformidad con las personas que requieran dictamen de pérdida de capacidad 

laboral para reclamar un derecho o para aportarlo como prueba en procesos judiciales 

o administrativos, deben demostrar el interés jurídico e indicar puntualmente la 

finalidad del dictamen, manifestando de igual forma cuáles son las demás partes 

interesadas, caso en el cual, las juntas regionales de calificación de invalidez actuarán 

como peritos, y contra dichos conceptos no procederán recursos, en los siguientes 

casos:  

3.1. Personas que requieren el dictamen para los fines establecidos en este numeral;  

3.2. Entidades bancarias o compañía de seguros;  

3.3. Personas con derecho a las prestaciones y beneficios contemplados en la Ley 418 

de 1997. 

-SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO, LA CORTE 

CONSTITUCIONAL EN SENTENCIA C- 980/10 SE PRONUNCIÓ EN LOS SIGUIENTES 

TÉRMINOS: 



 

 

 

“Como es sabido, el debido proceso es un derecho constitucional fundamental, 

consagrado expresamente en el artículo 29 de la Constitución Política, el cual lo hace 

extensivo “a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”. La jurisprudencia 

constitucional ha definido el derecho al debido proceso, como el conjunto de 

garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la 

protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para que 

durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la 

justicia. La misma jurisprudencia ha expresado, que el respeto al derecho fundamental 

al debido proceso, le impone a quien asume la dirección de la actuación judicial o 

administrativa, la obligación de observar, en todos sus actos, el procedimiento 

previamente establecido en la ley o en los reglamentos, “con el fin de preservar las 

garantías -derechos y obligaciones- de quienes se encuentran incursos en una relación 

jurídica, en todos aquellos casos en que la actuación conduzca a la creación, 

modificación o extinción de un derecho o a la imposición de una sanción". En este 

sentido, el derecho al debido proceso se muestra como desarrollo del principio de 

legalidad, pues representa un límite al ejercicio del poder público, y en particular, al 

ejercicio del ius puniendi del Estado. En virtud del citado derecho, las autoridades 

estatales no podrán actuar en forma omnímoda, sino dentro del marco jurídico 

definido democráticamente, respetando las formas propias de cada juicio y 

asegurando la efectividad de aquellos mandatos que garantizan a las personas el 

ejercicio pleno de sus derechos. Según lo ha destacado este Tribunal, el derecho al 

debido proceso tiene como propósito específico “la defensa y preservación del valor 

material de la justicia, a través del logro de los fines esenciales del Estado, como la 

preservación de la convivencia social y la protección de todas las personas residentes 

en Colombia en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades públicas 

(preámbulo y artículos 1° y 2° de la C.P).” 

-SOBRE EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO, LA CORTE 

CONSTITUCIONAL EN SENTENCIA T- 010/17 SE PRONUNCIÓ EN LOS SIGUIENTES 

TÉRMINOS:  

“Existen unas garantías mínimas en virtud del derecho al debido proceso 

administrativo, dentro de las cuales encontramos las siguientes: “(i)ser oído durante 

toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna y de conformidad con la ley, (iii) a 

que la actuación se surta sin dilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la 

participación en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a que la 

actuación se adelante por autoridad competente y con el pleno respeto de las formas 

propias previstas en el ordenamiento jurídico, (vi) a gozar de la presunción de 

inocencia, (vii) al ejercicio del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, 

aportar y controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover la 

nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.” 

 

-SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL, LA CORTE 

CONSTITUCIONAL EN SENTENCIA T- 043/19 SE PRONUNCIÓ EN LOS SIGUIENTES 

TÉRMINOS:  

“El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social es un derecho 

irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe garantizarse a todas 

las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad”. Para esta Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre 

fundamental, que debe ser definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas 

institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias las 



 

 

 

garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su 

capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 

subsistencia acorde con la dignidad del ser humano.” 

-Respecto al alcance que tiene el derecho fundamental al mínimo vital, en 

la SENTENCIA T-157-14 la honorable Corte Constitucional se pronunció de los 

siguientes términos: 

  

La jurisprudencia ha definido el mínimo vital como “aquella parte del ingreso del 

trabajador destinado a solventar sus necesidades básicas y del núcleo familiar 

dependiente, tales como alimentación, vivienda, salud, educación, recreación, servicios 

públicos domiciliarios, entre otras prerrogativas que se encuentran previstas 

expresamente en la Constitución Nacional y que además, posibilitan el mantenimiento 

de la dignidad del individuo como principio fundante del ordenamiento jurídico 

constitucional”.  (Negrilla y subrayado fuera de texto) 

 

-RESPECTO AL CONCEPTO DEL DERECHO FUNDAMENTAL AL MÍNIMO VITAL, 

EN LA SENTENCIA T-678-17 LA HONORABLE CORTE CONSTITUCIONAL SE 

PRONUNCIÓ DE LA SIGUIENTE MANERA:  

“El derecho al mínimo vital ha sido definido por esta Corte como "la porción de los 

ingresos del trabajador o pensionado que están destinados a la financiación de sus 

necesidades básicas, como son la alimentación, la vivienda, el vestido, el acceso a los 

servicios públicos domiciliarios, la recreación, la atención en salud, prerrogativas cuya 

titularidad es indispensable para hacer efectivo el derecho a la dignidad humana, valor 

fundante del ordenamiento jurídico constitucional". (Negrilla y subrayado fuera de 

texto) 

 

-SOBRE EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD SOCIAL, LA CORTE 

CONSTITUCIONAL EN SENTENCIA T- 043/19 SE PRONUNCIÓ EN LOS SIGUIENTES 

TÉRMINOS:  

“El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social es un derecho 

irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe garantizarse a todas 

las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 

solidaridad”. Para esta Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre 

fundamental, que debe ser definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas 

institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias las 

garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su 

capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 

subsistencia acorde con la dignidad del ser humano.” 

PROCEDENCIA Y LEGITIMIDAD DE LA ACCION DE TUTELA 

La ACCIÓN DE TUTELA es un mecanismo concebido por la constitución de 

1991 para la protección inmediata de los derechos fundamentales de toda 

persona, cuando estos resulten amenazados o vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier autoridad pública o de un particular.  En el caso bajo 

estudio, se encuentra plenamente demostrado que las accionadas ha 

vulnerado mis derechos fundamentales al DEBIDO PROCESO, A LA IGUALDAD 



 

 

 

ANTE LA LEY, LA SEGURIDAD SOCIAL, AL MINIMO VITAL y LA VIDA EN CONDICIONES 

DIGNAS Y JUSTAS. 

 

IV.JURAMENTO 

 

Para los efectos de que trata el artículo 37 y 38 del Decreto 2591 de 1.991, 

manifiesto bajo juramento que, con anterioridad a esta acción, no he 

promovido acción similar por los mismos hechos.   

 

V.PRUEBAS DOCUMENTALES APORTADA 

1. Concepto de rehabilitación desfavorable emitido el día 25 de octubre 

de 2020. Un (01) folio.  

2. Respuesta por parte de COLPENSIONES de fecha 02 de diciembre de 

2020, donde consta que el fondo de pensiones se niega en realizar la 

calificación de mi PCL. Tres (03) folios. 

3. Respuesta por parte de la PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS de 

fecha 09 de marzo de 2021. Dos (02) folios. Donde consta que esta 

entidad se negó a remitir autorización ante la JRCIS para que esta 

entidad pudiera realizar el dictamen de calificación de mi PCL.  

4. Derecho de petición radicado el 05 de abril de 2021 ante la Junta 

Regional de Calificación de Invalidez. Tres (03) folios. Donde consta la 

solicitud realizada ante esta entidad con el fin de que procediera con la 

calificación de mi PCL. 

5. Respuesta por parte de la JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE 

INVALIDEZ de fecha 12 de abril de 2021. Dos (02) folios. Donde consta que 

esta entidad se negó a realizar el dictamen de calificación de mi perdida 

de la capacidad laboral, en razón a que era necesario la respectiva 

autorización de una autoridad competente.   

6. Derecho de petición radicado el 16 de abril de 2021 ante la EPS SANITAS. 

Dos (02) folios. Donde consta la solicitud realizada ante esta entidad con 

el fin de que procediera a remitir la respectiva solicitud ante la JRCIS para 

que esta entidad realizará la calificación de mi PCL. 

7. Derecho de petición radicado 16 de abril de 2021 ante el Ministerio de 

Trabajo. Tres (03) folios. Donde consta el requerimiento presentado ante 

la entidad para que remitiera solicitud ante la Junta Regional de 

Calificación de Invalidez, para el trámite de calificación de mi perdida 

de la capacidad laboral.   

8. Respuesta por parte de la EPS SANITAS de fecha 03 de mayo de 2021. Dos 

(02) folios. Donde consta que la entidad prestadora de salud se negó en 

realizar la respectiva remisión para que la JRICS pudiera realizar el 

dictamen de calificación de mi PCL.  

9. Respuestas por parte del Ministerio de Trabajo. Cinco (05) folios. Donde 

consta las respuestas otorgada por parte de la entidad en donde se 



 

 

 

negó a remitir autorización para la JRCIS para que se pudiera efectuar el 

procedimiento de calificación de mi PCL.  

10. Circular Externado No. 137 de la Secretaria de Salud y Ambiente de 

Bucaramanga. Tres (03) folios. Donde consta el trámite que realice de 

conformidad con la Resolución 113 del 31 de enero de 2020 para que me 

fuera expedido el certificado de discapacidad.  

11. Certificado de discapacidad de fecha 26 de julio de 2021. Dos (02) folios. 

Donde consta que me fue otorgado PCL del 50.31%. Donde consta que 

me fue otorgado certificado de discapacidad superior al 50%. 

12. Reclamación de la cobertura de la póliza de seguros de fecha 10 de 

agosto de 2021. Doce (12) folios. Donde consta la reclamación de la 

cobertura de la póliza de seguros vida grupo normal No. 1001565.  

13. Respuesta de fecha 20 de octubre de 2021 por parte de la PREVISORA 

S.A. Un (01) folio. Donde consta el primer pronunciamiento realizado por 

la entidad respecto de la reclamación de la póliza de seguros.  

14. Pronunciamiento frente a la respuesta de fecha 20 de octubre de 2021 

por parte de la PREVISORA S.A. Dos (02) folios. Donde consta el 

pronunciamiento realizado ante el requerimiento efectuado por la 

entidad aseguradora.  

15. Respuesta de fecha 02 de febrero de 2022 por parte de la PREVISORA 

S.A. Dos (02) folios. Donde consta que para seguir con el trámite del 

reconocimiento de la póliza de seguros era necesario que mediara 

dictamen de PCL por parte de una JUNTA DE CALIFICACIÓN.  

16. Pronunciamiento de fecha 10 de febrero de 2022 ante la PREVISORA S.A. 

Cuatro (04) folios. En donde consta que le solicite a la entidad 

aseguradora que remitiera ante la JUNTA DE CALIFICACIÓN la respectiva 

autorización para la calificación, en razón a que la entidad no reconoció 

el certificado de discapacidad que fue allegado con la respectiva 

reclamación. 

17.  Respuesta de fecha 17 de febrero de 2022 por parte de la PREVISORA 

S.A. Dos (02) folios. Donde consta que para seguir con el trámite del 

reconocimiento de la póliza de seguros era necesario que mediara 

dictamen de PCL por parte de una JUNTA DE CALIFICACIÓN y que no 

realizó ningún pronunciamiento frente a la solicitud para que remitiera 

autorización para la calificación.  

VI.ANEXOS 

 

Los documentos relacionados en el acápite de las pruebas y el cuerpo de 

la tutela en cincuenta y un (51) Folios. 

VII.NOTIFICACIONES 

 

-ACCIONANTE: VICTOR EDUARDO CELIS RIOS, con domicilio en la Calle 35 

No. 19-41 Oficina 701 del Centro Internacional de Negocios (LA TRIADA) en 

el municipio de Bucaramanga.  

Dirección electrónica: dulcelina.rodriguez@hotmail.com   

mailto:dulcelina.rodriguez@hotmail.com


 

 

 

 

-ACCIONADA: LA PREVISORA S.A COMPAÑÍA DE SEGUROS, en la calle 57 # 

9- 07 de Bogotá D.C.  

Dirección electrónica: notificacionesjudiciales@previsora.gov.co  

 

-ACCIONADA: LA ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, domiciliada en la calle 53 # 35-32/36 Local 04 de 

Bucaramanga.  

Dirección electrónica:   notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co  

 

-ACCIONADA: MINISTERIO DEL TRABAJO (Territorial Santander), en la calle 31 

# 13 – 71 del municipio de Bucaramanga.   

Dirección electrónica:   notificacionesjudiciales@mintrabajo.gov.co 

 

-ACCIONADA: EPS SANITAS, Carrera 34 # 54 – 04 del municipio de 

Bucaramanga. Dirección electrónica: notificajudiciales@keralty.com  

-ACCIONADA: JUNTA REGIONAL DE CALIFICACIÓN DE INVALIDEZ DE 

SANTANDER, Carrera 37 # 44 – 74 de Bucaramanga.  

Dirección electrónica: info@jrci.com.co  

 

Con respeto,  

 

 

  

VICTOR EDUARDO CELIS RIOS  

CC. No. 5.761.447 de Socorro (Santander) 
 

mailto:notificacionesjudiciales@previsora.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co
mailto:notificacionesjudiciales@mintrabajo.gov.co
mailto:notificajudiciales@keralty.com
mailto:info@jrci.com.co









































































































